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RECONOCIMIENTO DEL RÍO ATRATO COMO UN NUEVO ENTE CAPAZ DE 
SUBSISTIR POR SÍ MISMO 
Dhaian Miguel Mosquera Valencia1 




La situación crítica surtida en el rio Atrato (Chocó) y sus afluentes, producto de la explotación 
de la minería, que dejó como consecuencia afectaciones ambientales irreversibles y vulneró los 
derechos fundamentales a la vida, la salud, el agua, la seguridad alimentaria, medio ambiente 
sano, la cultura de las comunidades étnicas que habitan la cuenca del Atrato y territorios 
aledaños. En efecto, se encuentra al Estado responsable por no haber actuado diligentemente en 
el asunto en mención; dicha responsabilidad llevó a la Corte Constitucional en la Sentencia t- 
622 de 2016 a ordenar que se realicen estudios toxicológicos y epidemiológicos que muestren un 
panorama completo y actualizado sobre el nivel de contaminación del río y de la gente para 
luego elaborar un plan que ayude a recuperar la cuenca.   
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The critical situation found in the Atrato River (Chocó) and its tributaries, as a result of the 
mining exploitation, which left irreversible environmental effects and violated the fundamental 
rights to life, health, water, food security, healthy environment, the culture of the ethnic 
communities that inhabit the Atrato basin and neighboring territories. In effect, the State is found 
responsible for not having acted diligently in the matter in question; This responsibility led the 
Constitutional Court in the t-622 of 2016 to order toxicological and epidemiological studies to be 
carried out that show a complete and up-to-date picture of the level of pollution of the river and 
of the people and then elaborate a plan to help recover the basin. 
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     Chocó es uno de los territorios más ricos en diversidad natural, étnica y cultural de 
Colombia, es además una de las regiones más biodiversas del planeta. Es  también el  único 
departamento que es privilegiado por contar  con  las aguas de dos océanos –el Pacífico y el 
Caribe, lo cual influye en una alta atracción turística por sus playas que aún muchas de ellas se 
consideran vírgenes;  abundan los ríos, el rio Atrato, por ejemplo,  el más importante en la región 
y  el tercero  más importante del territorio nacional por tener 13 ríos afluentes, “En su 
composición, el 96% de la superficie continental está constituida por territorios colectivos de 600 
comunidades y 120 resguardos indígenas de las etnias Embera-Dóbida, Embera-Katío, Embera-
Chamí, Wounan y Tule, que corresponden a 24 de los 30 municipios del Chocó; el 4% restante 
está habitado por población campesina mestiza” (Sentencia t-622- 2016). La cuenca de este rio 
se ha convertido para las comunidades no solo en su territorio, sino en el espacio para reproducir 
la vida y recrear la cultura. 
    Sin embargo, esta riqueza se encuentra en riesgo debido a la contaminación que ha afectado en 
gran medida al rio Atrato, poniendo en riesgo los derechos de estas poblaciones circundantes, 
como lo son: derecho a la salud, al agua, la seguridad alimentaria, ambiente sano, cultura y vida 
misma. Las actividades más contaminantes se focalizan en la extracción minera y explotación 
forestal, que incluyen maquinaria pesada que afecta directamente a la fuente hídrica como lo es 
la desviación del cauce y la destrucción del paisaje; sustancias altamente tóxicas, lo cual genera 
consecuencias nocivas e irreversibles en el medio ambiente afectando la salud de la de la 
población étnica y el equilibrio natural de los territorios que habitan.    
 
 
     Frente a esta realidad y dada la importancia del rio Atrato para la dinámica social y 
productiva del Chocó, la Corte Constitucional mediante la Sentencia   T-622 del 2016, se 
reconoció al  Río Atrato y sus afluentes como sujetos de derechos; este reconocimiento implica 
la representación abstracta de un nuevo ente capaz de subsistir por sí mismo, con el derecho de 
reclamar y exigir vía judicial y/o administrativa cualquier vulneración o amenaza por conducto 
de quienes sean designados para obrar en su nombre; originándose con ello, el debate de si es o 
no necesario establecer esta declaración para garantizar su protección y cuidado o si en su efecto 
bastaría con reconocer los derechos que tienen los habitantes y comunidades sobre el uso, goce y 
disfrute de este.  
     En consecuencia, la obligatoriedad de su protección, conservación, mantenimiento y 
restauración estarán siempre en cabeza del Estado o a quien éste designe, bien sea la comunidad, 
consejos comunitarios, corporaciones y autoridades ambientales gubernamentales y no 
gubernamentales para que presenten un acompañamiento adecuado tanto normativo como 
ambiental.   
Los hechos que motivaron la interposición de tutela por parte de la comunidad étnica recaen 
en el “uso intensivo y a gran escala de diversos métodos de extracción minera y de explotación 
forestal ilegales, que incluyen maquinaria pesada -dragas y retroexcavadoras- y sustancias 
altamente tóxicas” (sentencia t-622-2016); así mismo, refiere a la minería ilegal que se viene 







PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA      
     Con base a lo anterior, se puede evidenciar que la sentencia proferida por la corte apunta a 
generar cambios profundos en las políticas y transformaciones concretas de los territorios, 
reconociendo como sujeto de derechos al río Atrato y teniendo en cuenta la relación de las 
personas y la naturaleza, según la teoría de los derechos bioculturales, con la finalidad de 
destacar la conexión que existe entre la diversidad cultural y su hábitat.  
     ¿Bastaría entonces con garantizar los derechos de las personas afectadas por la contaminación 
del río para la protección del mismo o es suficiente que se reconozca al río Atrato como un ente 
sujeto de derechos?  
Este ejercicio busca investigar los alcances y fundamentos fáctico jurídicos, utilizados por la 
Corte Constitucional en la Sentencia t-622 del 2016, para reconocer al Rio Atrato y sus afluentes 
como sujeto de derechos de conformidad a los valores ecológicos, ambientales y culturales 
reconocidos en la Constitución de 1991 e involucrando los derechos fundamentales y colectivos 
de los habitantes y comunidades que, dentro del territorio, subsisten económicamente de dicha 
fuente hídrica.   
     A partir de los pronunciamientos de la Corte Constitucional en la Sentencia t-622 de 2016 y 
de las diligencias adelantadas por las entidades encargadas de la regulación y control de la 
minería ilegal, tanto del orden nacional como local en el departamento de Chocó, en general, y el 
Río Atrato en particular, se hace un estudio detallado de la situación en la que se encuentran las 
comunidades que allí habitan con el fin de saber la causa que ha dado crecimiento a esta 
problemática. Las cifras oficiales detallan la condición socioeconómica de los habitantes y 
permiten ubicar en un contexto real la investigación. 
 
 
      Así mismo, estas mismas estadísticas dan a la investigación el estado del río Atrato, las 
correcciones y los resultados que ha tenido con la intervención estatal, quedando como resultado 
unas conclusiones si bien son poco favorables, son verificables en cuanto a el procedimiento que 
se le ha dado a esta situación desde diferentes intervinientes, (Estado con sus entidades y 
comunidades con sus afectados) 
 
EL PUNTO DE PARTIDA  
“La pobreza y marginalidad en la que viven las comunidades cercanas a las zonas mineras 
es la clara consecuencia de la falta de aplicación de las normas internacionales de 
protección y promoción de los derechos humanos. La poca legislación nacional y nulos 
programas de regularización de los derechos de los desalojados, el retraso en la titulación 
colectiva de territorios de comunidades indígenas y de afrodescendientes, la poca consulta 
a las comunidades, la falta de medidas para hacer efectiva la función social de la 
propiedad, son situaciones que crean las condiciones de vulnerabilidad de las familias que 
luego serán desalojadas o desplazadas” (Leonardo González, S.F)   
     En cuanto al plano social, en cualquier zona de explotación minera, se da un aumento en 
desplazamientos de las personas a zonas diversas, porque pueden seguir viviendo de actividades 
como la pesca, la agricultura y la ganadería, pues la contaminación del recurso hídrico, la 
inestabilidad de los terrenos la desfavorabilidad económica y la pérdida de territorio por culpa de 
bandas criminales, hacen que se genere el abandono del campo y se produzcan conflictos socio 
ambientales, pues la lucha por el control de los territorios y de los recursos naturales tiene como 
consecuencia el desplazamiento forzado, la degradación de los ecosistemas, la diminución de los 
 
 
bosques, entre otros factores que ponen en alto riesgo el patrimonio natural y cultural del país, 
según (Sentencia t-622-2016).  
     Uno de los impactos más grandes ha sido la contaminación en el recurso hídrico, el siendo el 
mayor la afectación en la salud de la población aledaña a estas prácticas, debido a que la minería 
a cielo abierto contamina los ríos de las comunidades que tienen su sustento en él.   
     La importancia de la diversidad biológica y cultural nos plantea la necesidad de adoptar 
políticas públicas sobre la conservación y preservación de estas, adecuándose a las necesidades 
de cada población;  pero no es suficiente, pues ello implica que la comunidad debe formarse 
acerca de los procesos de minería y las afectaciones que esta causa, para que el individuo tome 
conciencia de las formas de interacción entre la sociedad y la naturaleza, para así poder actuar de   
manera íntegra y racional con el medio. 
     Así mismo, el Estado debe brindar un acompañamiento no solo a las personas que realizan 
esta actividad sino también a las pobladores de zonas aledañas porque deben saber qué riesgos 
corren y qué prevenciones deben tener, al punto de que tengan la capacidad de participar en la 
toma de decisiones y en la creación  de las políticas públicas que surjan teniendo en cuenta las 
realidades ambientales y sociales de la nación, que pasan por el cambio climático, la crisis de la 
biodiversidad y el aumento de la devastación ambiental como consecuencia del desarrollo de 
industrias extractivas; puesto que son estas personas los principales afectados y a quienes se les 
vulnera constantemente derechos fundamentales a la vida, la salud y el medio ambiente, pues las 
entidades que debían proteger estos derechos: el Ministerio de Salud, el Instituto Nacional de 
Salud, el Ministerio de Ambiente, CODECHOCÓ entre otros, no tomaron las medidas concretas 
y ello debido a la omisión de sus deberes legales y constitucionales, según Sentencia t-622-2016.   
 
 
     La preservación y conservación de la biodiversidad constituye una de las garantías esenciales 
para asegurar el nivel de vida adecuado y los derechos fundamentales de las personas  a vivir en 
un ambiente sano, perdurable y de buena economía; sin embargo, es de gran importancia que las 
personas que han sido afectadas directa o indirectamente por esta actividad, tengan  voz y voto 
en la toma de decisiones, pues son ellos a quienes se les debe reconocer sus derechos no solo 
respondiendo a un problema de derechos colectivos; se trata de una vulneración concreta, real y 
palpable de derechos fundamentales de las comunidades étnicas como consecuencia de 
actividades de minería y explotación forestal plenamente documentadas por las entidades 
encargadas de su cuidado y el Estado es el responsable de ello; por lo tanto si es necesario que se 
le garantice estos derechos, tomando medidas estructurales para enfrentar de forma concreta la 
grave crisis humanitaria y ambiental que sufre la región.    
      Además, de los derechos fundamentales y colectivos de las personas, la Corte reconoce los 
derechos bioculturales, los cuales consisten en que las comunidades étnicas pueden administrar y 
ejercer tutela de manera autónoma sobre sus territorios, pues son ellos quienes han creado su 
cultura, desarrollado sus conocimientos y sus costumbres a partir de su medio, son también ellos 
quienes más se encuentran interesados en preservar todo aquello que la naturaleza les ha 
otorgado y a quienes se les debe garantizar una convivencia pacífica, placentera, sin afectaciones 
económicas, ambientales y sociales, es por ello que los derechos bioculturales se crearon  con la 
finalidad de conservar la biodiversidad y las culturas que interactúan con ella.  
    “la Corte declarará que el río Atrato es sujeto de derechos que implican su protección, 
conservación, mantenimiento y en el caso concreto, restauración” (Sentencia t-622 del 2016).  
     El Estado colombiano ejerce tutoría y representación legal de los derechos del rio, con ayuda 
de las comunidades étnicas aledañas al río Atrato en Chocó, con el propósito de formar una 
 
 
comisión para la protección, recuperación y conservación de este, teniendo como objetivo: 
prohibir el uso de sustancias toxicas en actividades de explotación minera; prohibir el uso de 
maquinaria pesada para la extracción en lugares donde le genere riesgo a la población; el cuidado 
de las zonas protegidas; entre otros, que permitan frenar la grave vulneración que se ha venido 
dando.   
 
EL RÍO ATRATO COMO SUJETO DE DERECHOS 
     Hace varios años las colectividades y sus representantes han alertado sobre la urgencia de 
proteger las comunidades étnicas afrocolombianas e indígenas,  pero no han existido  
manifestaciones por parte del Estado,  “en la actualidad los problemas denunciados se han 
profundizado al punto de configurar una crisis sin precedentes, originada en la contaminación de 
las aguas por sustancias tóxicas, erosión, empalizadas que restringen la movilidad, acumulación 
de basuras, sedimentación intensiva, vertimiento de residuos sólidos y líquidos al río, 
deforestación, taponamiento de subcuentas y brazos de navegación, y pérdida de especies; todo 
esto, en medio de un escenario histórico de conflicto armado” (sentencia t 622-2016). 
     En la Sentencia t-622 de 2016 la Corte realiza importantes reflexiones sobre la relación entre 
el Estado Social de Derecho y del reconocimiento de la diversidad étnica y cultural y en especial 
de la protección de los recursos naturales. Esta sentencia hace referencia a la t-406 de 1992 
donde por primera vez se consagra el Estado Social de Derecho como principio cardinal de 
nuestro ordenamiento jurídico con el objeto de la promoción de vida digna para todas las 
personas y la solución de las desigualdades en la sociedad, “la defensa del medio ambiente no 
solo constituye un objetivo primordial dentro de la estructura de nuestro ESD sino que integra, 
de forma esencial, el espíritu que informa a toda la Constitución Política”. Es por ello que la carta 
 
 
de 1991 de Colombia su sistema normativo ha sido construido en base a la dignidad humana la 
cual debe inspirar las actuaciones del Estado. 
     En suma, la importancia de la diversidad biológica y cultural radica en implementar políticas 
públicas integrales sobre conservación, preservación y compensación para las próximas 
generaciones 
      La Corte, para el reconocimiento del rio Atrato como sujeto de derechos, valoró dos principios 
fundamentales: el principio de precaución y el principio de prevención; el primero como una 
herramienta jurídica importante, la cual responde a la incertidumbre técnica y científica sobre 
cuestiones ambientales por la falta de límite de algunos factores contaminantes, caso que afecta a 
las comunidades aledañas al río Atrato como consecuencia de actividades mineras. El segundo 
busca minimizar los daños ambientales, implementando medidas administrativas que comiencen 
antes de que se ocasione el daño.   
     Así mismo resaltó los derechos a la vida, medio ambiente sano, bioculturales y el derecho al 
agua como elemento para la preservación de la vida de las comunidades étnicas del Chocó, siendo 
obligación del Estado garantizar la subsistencia de esta fuente hídrica, así como disponibilidad, 
accesibilidad y calidad del recurso.  
     Aunque no esté previsto en la constitución la Corte si lo considera como tal, en el sentido de 
constituirse en necesario para la vida de las especies, el ambiente y los seres humanos. 
 
       Es así como la Corte ordenó que se reconociera al río Atrato como una entidad sujeto de 
derechos para la protección, conservación, mantenimiento y restauración a cargo del Estado y las 
comunidades étnicas; siendo el Gobierno nacional quien ejerza la tutoría y representación legal de 
los derechos del río, como también que se cree una comisión de guardianes del rio, los cuales 
 
 
deben contar con la experiencia necesaria para orientar las acciones a tomar; así mismo, se ordena 
al Ministerio de Ambiente, al Ministerio de Hacienda y al Ministerio Defensa, como también a 
CODECHOCO y COPOURABÁ, crear un plan para descontaminar las fuentes hídricas del Chocó 
con la finalidad de recuperar los ecosistemas y evitar daños adicionales al ambiente de la región, 
haciéndose necesario elaborar  un plan para erradicar la minería ilegal contando con la ayuda de la 
fuerza pública.  
     La Procuraduría General de la Nación, la Defensoría del Pueblo y a la Contraloría General de la 
República que conforme a sus competencias legales y constitucionales están encargadas de realizar 
un proceso de acompañamiento y seguimiento al cumplimiento y ejecución de dichos planes. 
 
EL ESTADO, LA COMUNIDAD Y EL RÍO ATRATO  
 
     Luego de haberse conocido las condiciones de vida de esta región y posteriormente al haber 
encontrado  responsable al Estado frente a la omisión de la regulación de la minería ilegal se 
logró determinar que ni la reglamentación estatal, ni la declaración del río Atrato como una 
entidad sujeto de derecho, ni tampoco con el reconocimiento de que hubo una vulneración de 
derechos fundamentales a comunidades étnicas y demás personas que habitan el territorio, ha 
sido posible por parte de los entes gubernamentales para que resuelvan esta problemática que 
hasta ahora solo ha dejado pronunciamientos en el papel, pero que no ha conseguido combatir  la 
causa real de la minería ilegal; ella corresponde a factores sociales referidos anteriormente y que, 




     El 26 de julio de 2018,  el ministro de ambiente, Luis Gilberto Murillo, presidió la primera 
sesión de la Comisión de Guardianes del río Atrato y entregó un balance del cumplimiento de la 
sentencia en el cual puntualizó en la elaboración del plan de descontaminación para la recuperación 
del rio Atrato, atendiendo a las recomendaciones de la comunidad para definir las acciones 
conjuntas; también se han venido desarrollando una serie de programas, proyectos y contratos que 
tienen como finalidad el cumplimiento de la sentencia   
 
      “Entre ellos se destaca el Proyecto GEF 5, que tiene como objeto salvaguardar la 
biodiversidad en la región del Chocó Biogeográfico de los impactos directos de la minería de 
oro, plata y platino y de los efectos indirectos de la misma. Y Visión Pacífico, que busca dar una 
respuesta integral a la problemática ambiental de la región en el marco del desarrollo sostenible”. 
(Luis Gilberto Murillo, 26 de julio 2018). 
     Dos años después de que se reconociera al rio Atrato como sujeto de derechos y se ordenara 
el cumplimiento de algunas entidades y el Estado de la implementación de planes tanto para la 
descontaminación del rio, como para la protección y seguridad de éste, apenas en julio de este 
años se pudo elaborar dicho plan, el cual está a merced de algunos expertos en el tema para saber 
si este se aprueba o no, lo que genera inseguridad en cuanto a la efectividad por parte del Estado, 








          El Departamento del Chocó, es el hogar de múltiples comunidades afrocolombianas e 
indígenas y sin embargo  a pesar de su diversidad Chocó vive en condición de pobreza extrema; 
presenta índices de 48.7% según las Necesidades Básicas Insatisfechas -NBI- que mide si las 
necesidades básicas de la población se hallan cubiertas de acuerdo a unos criterios mínimos en 
las diferentes regiones del país; se encuentra que para esta región es del 82.8%, (el más alto del 
país), dentro del cual cerca del 79% de sus habitantes presenta al menos una NBI, por tanto esta 
región tienen el indicador más bajo en calidad de vida del país con el 58% frente al promedio 
nacional que es del 79%”  (sentencia t-622-2016) 
      Tales datos indican que la baja calidad de vida impulsa a los habitantes a buscar formas de 
supervivencia en contravía de la reglamentación estatal y lo que se inició como solución 
económica para aquellos que ejercían la minería artesanal aplicando diversos métodos 
ancestrales de extracción de oro y platino, ahora se transformó en una crisis social, ambiental y 
económica de mayor tamaño. 
       No obstante, no basta que se reconozca al río Atrato como un sujeto de derechos y que se 
sigan vulnerando, se necesita que además de que se deleguen funciones a diversos entes e incluso 
a personas de la misma comunidad para el cuidado y protección del rio, asegurar que se hagan 
efectivas mediante una vigilancia constante por parte del Estado, para que este a su vez garantice 
a la comunidad la restauración y protección que se está dando.  
    Sin embargo, se ha podido evidenciar que a través de los años, se ha venido desarrollando la 
minería ilegal en este sector, mediante diferentes formas  como lo es “la extracción directa de 
metales del lecho de los ríos por medio de dragas de succión y aplicación de mercurio; o 
la minería a cielo abierto por medio del uso de retroexcavadoras que levantan grandes capas de 
 
 
tierra, dando con ello apertura a perforaciones profundas en las que se utiliza también el 
mercurio para lograr la separación del mineral”(sentencia t-622-2016). Se puede decir que esta 
clase de minería se sale del control del Estado; no obstante, con un buen acompañamiento de las 
entidades correspondientes en las áreas más afectadas y el cumplimiento adecuado de las 
funciones de las comisiones delegadas para su protección podría evitar a gran escala que este 
tipo den actividad se siga dando sin regulaciones.   
     También se hace necesario que se realicen reformas en las normatividades que regulan la 
actividad minera como lo es el Código de Minas, para que siga los lineamientos que actualmente 
se viven con el fin de adoptar el concepto de sostenibilidad ambiental a los proyectos mineros 
con promesas de bienestar, seguridad y prosperidad financiera,  partiendo de una visión 
territorial y ambientalmente responsable, adecuada a la situación socio ambiental que se vive, y 
garantizando la protección, conservación y mantenimiento de los ríos que se consideren sujeto de 
derechos como es el caso del río Atrato. 
     Desde hace unos años atrás el Estado se trazó una solución que parece ir en curso; sin 
embargo la historia contada por los que viven la realidad  chocoana es diferentes, no niegan el 
daño irreversible del ambiente y las personas afectadas pero consideran que el problema no solo 
es que el Estado no interviene sino que también, no lo hace de manera objetiva o lo que es peor, 
lo hace de manera irresponsable, generando que opere la ley del más poderoso en esta zona con 
la gravedad que es una afectación para todos. 
“En los últimos años el gobierno ha venido reglamentando la minería, exigiendo licencia 




Las medidas del gobierno han sido interpretadas por los mineros informales como 
abusivas, ya que los requisitos exigidos para obtener la licencia son inalcanzables para los 
pequeños mineros, lo que deja ver claramente un favoritismo para las grandes empresas 
mineras aun cuando en este proceso de autorregulación se mantiene cierta funcionalidad en 
la vida cotidiana de los actores pese a la limitada intervención estatal – generalmente los 
intereses de las comunidades suelen ser desestimados e incluso se imponen abusivamente 
intereses particulares mediante el uso del poder político, financiero, extorsivo y por 
acciones violentas, en la actualidad, la pequeña minería en estos municipios es ejercida por 
mineros artesanales nativos y mineros foráneos informales mecanizados: Los primeros 
hacen parte de los consejos comunitarios de comunidades negras y ejercen la minería 
mediante el uso de diversos métodos, como son las mini dragas, motobombas y elevadores 
y el barequeo. 
Los segundos practican la minería con retroexcavadoras y dragas en las cuencas de los ríos, 
maquinaria más pesada, sin títulos mineros ni autorización ambiental. Generalmente estos 
actores son extorsionados por los grupos armados ilegales, quienes cobran ¨vacunas¨ para 
el sostenimiento de sus actividades ilícitas. 
La forma como históricamente se ha desarrollado la actividad minera en el departamento 
del choco ha generado un daño irreparable a los chocoanos tanto social como ambiental  
En primer lugar, el gobierno no ha sido consistente con las políticas públicas en relación 
con el desarrollo de la explotación minera, ha facilitado el ingreso de empresas extrajeras 
sin ejercer control y vigilancia sobre ellas. 
En segundo lugar, las grandes empresas mineras extranjeras y nacionales han saqueado las 
riquezas del departamento, sin generar desarrollo alguno a sus pueblos, de alguna manera 
 
 
con el permiso del estado. Su acción ha aumentado la corrupción política, la prostitución, 
la explotación laboral y la violación de los derechos humanos. 
En tercer lugar, la minería informal sin autorización ambiental, con el uso de máquinas 
pesadas retro cavadoras y dragas en las cuencas de los ríos están generando un daño 
ambiental irreparable. Los suelos están siendo destruidos irracionalmente, los ríos están 
siendo sedimentados, el uso del mercurio que pone en peligro la salud humana. 
Los grupos armados ilegales se han incrementados, ya que ellos controlan la actividad 
minera informal para su sostenimiento, ellos son los que determinan en la mayoría de los 
casos quienes pueden trabajar y quiénes no. Toda esta situación está generado un caos en 
esta zona del país. A ello, se le suma la presencia de los cultivos ilícitos hospicianos por los 
grupos armados ilegales y la corrupción política” (José Rutilio Rivas Domínguez, 2013). 
 
     Luego de la enfermedad viene el remedio y no todo remedio logra la cura.  Este fue el 
resultado del Departamento de Choco, (río Atrato),  ni la intervención estatal con sanciones para 
tratar de frenar la minería ilegal, ni el hecho de reconocer al río Atrato como sujeto de derecho 
creándole  guardianes para su protección, ni menos reconociéndole a los afectados sus derechos 
fundamentales se logró estabilizar la crisis ambiental y social; no se logró porque se intentó dar 
solución a un problema pero continuó la misma causa que lo originó (las condiciones socio 
económicas, pocas oportunidades y abandono de Estado)  
     No es suficiente hasta que el Estado tenga una verdadera intervención, que  llegue a todos los 
sectores y atienda de manera oportuna y responsable la situación de la región; no es solamente 
encontrar el problema porque a lo largo de la historia se ha conocido la problemática por 
distintas investigaciones y por los mismos resultados que obligaron tomar medidas; no es crear 
 
 
en el papel y no ejecutar, no es buscar más responsables y justificar un sector o una entidad, o a 
los mineros ilegales, o a la comunidad que no vela por la protección de rio, del ambiente; no se 
trata de la  misma alocución sino de aplicar las medidas responsablemente no ejerciendo la 
minería ilegal para sobrevivir y a cambio  exigiéndole al Estado que apoye responsablemente  
una región que tiene una crisis para tratar de rescatarla y que sirve como guía para que no pase 
con ningún otro río de nuestro territorio nacional. 
    Lo mismo sucede con los derechos fundamentales, colectivos y bioculturales de las personas, 
que sin importar si estos están o no reconocidos se siguen vulnerando, pues partiendo de que no 
hay una verdadera intervención para la protección y recuperación del rio Atrato, no se les puede 
garantizar a las comunidades que subsisten de él dichos derechos. 
 
CONCLUSIONES  
• La minería no importa si es legal o ilegal siempre ha producido grandes impactos en el rio 
Atrato, pues la contaminación de este recurso hídrico ha ocasionado afectaciones a la 
salud de la población aledaña como también, destrucción del paisaje y perdidas del 
cauce. 
 
• A pesar de que la corte reconoció al rio Atrato y a sus afluentes como sujeto de derechos 
el cual puede subsistir por sí mismo, no ha sido suficiente pues se hace necesario que 
exista un acompañamiento por parte del Estado y sus entidades para que estén al cuidado 
de éste, para garantizar un recurso hídrico adecuado para la subsistencia de sus 
comunidades aledañas, pues a pesar de que se reconoció como fuente de derecho, aún se 
siguen realizando actividades ilícitas que afectan directamente al rio, como también 
 
 
actividades “legales” que a pesar de cumplir con los requisitos para ejercer la minería 
siguen contaminando, pues no tienen a las entidades correspondientes brindándoles una 
vigilancia para dicha actividad. 
 
• Se debe tener en cuenta a la diversidad biológica y cultural que rodea al rio Atrato y la 
necesidad de adoptar políticas públicas sobre la conservación y preservación de este 
recurso hídrico, adecuándose a las necesidades de cada comunidad, realizando 
programas que formen a la comunidad acerca de los procesos de minería, de las 
afectaciones que este puede ocasionar y las  prevenciones que deben tomar, al punto de 
que tengan la capacidad de participar en la toma de decisiones y en la creación  de las 
políticas públicas que surjan teniendo en cuenta las realidades ambientales y sociales de 
la nación, resaltando que estas comunidades constitucionalmente se encuentran 
protegidas y es a ellas las que directamente se les está vulnerando sus derechos 
fundamentales y que en gran medida tambien fue por ellas que la Corte determino la 
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